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La política sobre tierras del Estado 
de Buenos Aires: Entre “desórdenes 

e injusticias” y el reconocimiento 
de derechos adquiridos

Valeria A. D’Agostino

La problemática de la legislación y el acceso a la tierra en la pro-
vincia de Buenos Aires se instaló en la agenda pública desde el mo-
mento mismo en que empezó a discutirse el destino de las tierras ga-
nadas a las sociedades indígenas, dada la centralidad de este recurso 
en la generación de la riqueza y, por tanto, en la constitución de los 
sectores dominantes de la sociedad (Sabato, 1987). Algunas de las pri-
meras interpretaciones sobre el fenómeno, nacidas al calor de los de-
bates de la época, se sostuvieron en el tiempo contribuyendo a instalar 
imágenes de un agro caracterizado por el predominio de latifundios, 

de 1970 se comenzaron a desarrollar estudios que, centrados en el 
análisis de la legislación de períodos y espacios acotados, y a partir 
del aporte de sólidos datos empíricos, contribuyeron a renovar esas 
primeras interpretaciones y sentaron las bases de un área de estudio 
que desde entonces produjo importantes avances.1

1  Para algunos balances de los abordajes sobre la problemática, véanse Sabato, 



Valeria A. D’Agostino

380

Luego de la Revolución de Mayo, los sucesivos gobiernos bonae-
renses tuvieron como una de sus preocupaciones centrales el recono-
cimiento y control del territorio bajo dominio provincial así como su 
expansión, lo cual se dio a través de una sumatoria de expediciones 
y avanzadas militares alternadas con negociaciones y acuerdos con 
las sociedades indígenas. Ello provocó que las relaciones en el espa-
cio fronterizo se caracterizaran por una combinación de intercambios 

grupos indígenas y criollos con la posibilidad —no solo latente— de 

en el robo de ganado.2 De esta manera, el territorio controlado por el 
Estado provincial se expandió varias veces en el siglo XIX; según el 
censo de 1881, la extensión provincial luego de la llamada Campaña 
del Desierto de 1833 llegó a 182.655 kilómetros cuadrados retroce-
diendo considerablemente a inicios de la década en estudio (Infesta y 
Valencia, 1987, p. 178).

La apropiación privada de los territorios incorporados al dominio 
del Estado provincial se instrumentó a partir de un extenso e intrinca-
do conjunto de normas que buscaban la defensa y el control del espa-
cio, la ocupación productiva y la recaudación de ingresos para las ar-
cas provinciales, aunque sin excluir la posibilidad del poblamiento sin 
acceso legal. Así, cada expansión territorial implicó el reconocimiento 
de nuevos derechos de posesión sobre el suelo generando una tensión 
—siempre renovada— entre ocupación y propiedad (Banzato, 2005).

Quienes condujeron los destinos del Estado de Buenos Aires pro-
curaron implementar una serie de acciones destinadas a corregir y re-
parar lo actuado durante el rosismo en materia de tierras. Sin embargo, 
por una variedad de circunstancias que se retomarán en este capítulo, 

1987; Míguez, 1986 y 2007; Infesta, 1988; Garavaglia y Gelman, 1998; Banzato, 
1999, 2005, 2013; Valencia y Banzato, 2009.

2  Al respecto véanse Barba, 1997; Mandrini, 2002; Ratto, 2013 y, particularmen-
te, el capítulo de Guido Cordero en este libro.
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la política seguida osciló entre la búsqueda de reparación y la intro-
ducción de innovaciones y el reconocimiento de derechos adquiridos.

La generación que tomó el poder después de Caseros entendió y 
proclamó la etapa siguiente como la del inicio de un nuevo período, ra-
dicalmente distinto, sobre todo en Buenos Aires. Se ha destacado que, 
aunque desde el punto de vista político esta idea parece tener algún 
fundamento, no ocurre lo mismo si se la proclama así en los distintos 
niveles de la vida social y económica, en los cuales quizá la ruptura 
haya sido menos evidente (Barsky y Gelman, 2001). De este modo, 
esos años se caracterizaron por importantes cambios institucionales 
en el Estado, luego provincia de Buenos Aires, que han sido descritos 
como despliegue de las funciones estatales (Garavaglia, 2007). Por 
entonces se emprendía una larga revisión de la legislación rosista en 
materia de tierras que tenía como eje, tal como lo expresa un decreto 
de aquel momento, “remediar este desorden e injusticia”3 (Muzlera, 
1895) producidos por aquel gobierno, a la vez que resolver la cuestión 
de la frontera tras el recrudecimiento de las hostilidades con las socie-
dades indígenas y la pérdida de parte del área ocupada. Las respuestas 
se buscaron en la doctrina liberal, en la cual se creyó encontrar una 
fórmula cercana a la igualdad de oportunidades a través de la crea-
ción de un régimen jurídico que asegurara una sociedad y un Estado 
modernos. Para ello se adoptó una normativa liberal que favoreció el 

-
tratos (Zeberio, 1999). 

bélicos entre el Estado de Buenos Aires y la Confederación Argentina, 

3  Decreto ordenando que todo aquel que posea algún bien raíz con título otorga-
do por el ex-Gobernador Rosas, sea restituido al que mostrase los títulos legales del 
13 de marzo de 1852. 
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sumado al cambio de enfoque de las autoridades porteñas sobre la 
cuestión como también las dinámicas propias de las sociedades in-

en el que las negociaciones se alternaron con enfrentamientos. Según 
el censo bonaerense de 1881, el retroceso del territorio bajo dominio 

kilómetros cuadrados (Infesta y Valencia, 1987, p. 178). Hacia media-
dos de la década de 1850, el gobierno de Buenos Aires retomó de for-
ma más clara la combinación de avances parciales sobre el territorio 
con la oferta sistemática de tratados de paz a una gran cantidad de ca-
ciques de la pampa y la Patagonia. Aunque por entonces se reconoció 
a algunos la posesión de 54 mil hectáreas en Tapalqué, nunca fueron 
mensuradas ni se otorgaron garantías de propiedad. Solo la tribu del 
cacique Maycá consolidó su asentamiento conformando el barrio Villa 
Fidelidad, en las cercanías del pueblo de Azul, entregado en propiedad 
individual en 1856.4 En 1858, luego de una exitosa campaña ofensiva 
por parte del gobierno provincial, se recuperó parte del territorio per-
dido y se estableció una línea que delimitaba el territorio controlado 
por el gobierno (Ratto, 2013; de Jong, 2015; Lanteri y Pedrotta, 2018). 

Políticos, legisladores y publicistas consideraban que el régimen 
de Rosas había dilapidado el patrimonio del Estado a través del repar-
to de tierras públicas, lo cual se proponían subsanar. Pero estos años 
se caracterizaron tanto por avances como por retrocesos, dilaciones 

4  Respecto de los casos de Tapalqué y Azul remitimos a Lanteri, Ratto, de Jong 
y Pedrotta (2011); Lanteri y Pedrotta (2018); Pedrotta y Lanteri (2020). Por otra parte, 
Ingrid de Jong (2015) ha reconstruido las modalidades de acceso a la tierra por parte 
de indios amigos en la frontera bonaerense entre mediados de siglo y 1880. La autora 

además, pone de relieve la poca profundidad de la concesión de tierras como política 
de Estado, que respondía más a iniciativas indígenas que a objetivos sistemáticos de 
poblamiento rural o de asimilación de estas poblaciones al orden estatal; y menciona la 
persistencia de un espacio de negociación y sociabilidad fronteriza de larga duración. 
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reparadoras que permitieran diferenciar lo considerado legítimamente 
otorgado o adquirido de lo que no, y a la vez no dañaran intereses alia-
dos. Esto se debía, en parte, a que muchos de los hombres plegados a 

la política de tierras de Rosas (Infesta y Valencia, 1987), y a la necesi-
dad de dar forma a acuerdos que favorecieran la construcción política 
y la resolución de las relaciones con el resto de las provincias nuclea-
das en la Confederación (Eujanian, 2015). Asimismo, la compleja tra-
ma de derechos a la tierra, tejida a través de años de legislaciones que 
dejaron vacíos legales, pero también de prácticas de asentamiento de 
largo arraigo que no contemplaban tenencia legal, ocasionó que toda 
revisión implicase la afectación de determinados derechos e intereses.

En este contexto, uno de los temas que debía resolverse era la 

por razones políticas y perdido así sus derechos, y también, la cues-
-

-
rras.5 El problema consistía en cuáles reconocer y cuáles anular; ade-
más, cómo debían considerarse los premios surgidos de la campaña 
de 1833 y cómo resolver las compras de tierras que se realizaron con 

6 

5  Remitimos a los estudios realizados por M. E. Infesta (1988, 1993, 2000, 2007) 
quien ha analizado las características de la legislación de la primera mitad del siglo 
XIX, desde la aplicación de donaciones durante el Directorio, la implementación de 

datos precisos acerca de extensiones, ubicaciones por zonas, dinámicas de negocia-
ción, etc. Además, junto a M. Valencia (1987) elaboraron un valioso estudio sobre la 
revisión de la legislación rosista realizada en la década siguiente a Caseros. En este 

extensiones anuladas y reconocidas en el período. 

6  La Ley de premios de noviembre de 1839 impuesta luego del levantamiento de 
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Estaba pendiente, asimismo, la cuestión de los ocupantes de tierras 
-

plemente carecían de legalidad. Por otra parte, la coyuntura política de 
este momento daba lugar a una nueva prohibición de venta de terrenos 
públicos, pues los dirigentes porteños temían que Urquiza entregara 
tierras al ejército vencedor en Caseros, tal como lo había hecho Rosas 
(Valencia, 1999, p. 119). 

Luego de más de una década de no legislarse en la materia, duran-
te el Estado de Buenos Aires se dictó un número considerable de dis-
posiciones. Las primeras medidas adoptadas7 se orientaron a dejar sin 
vigencia los embargos realizados por Rosas en 1840 y, en ese sentido, 
comenzar a “reparar las injusticias”, por lo cual se suspendieron los 
derechos de quienes recibieron las tierras y bienes en cuestión; tam-

8 y suspender —como se dijo—la 
enajenación de tierras y de todos los bienes públicos. En sintonía con 
este clima de ideas, la nueva Constitución de Buenos Aires prohibía 

-
ción por motivos políticos. Pero, como se ha hecho notar, Rosas ya ha-

bía decretado lo mismo en 1835, al igual que lo hicieran antes muchos 

otros líderes, pese a lo cual los vaivenes de la política habían colocado 

a la propiedad en entredicho (Gelman, 2005, p. 445).

transacciones con tierras públicas, excepto las que se realizaron con boletos de pre-

de sus concesiones (Infesta, 2000).

7  Al respecto véase Muzlera, 1895: Decreto mandando levantar el embargo que 
sobre propiedades, estancias, etc. se trabó, por el Decreto de 16 de Setiembre de 1840, 
del 17 de febrero de 1852; Decreto ordenando que todo aquel que posea algún bien 
raíz con título otorgado por el exgobernador Rosas, sea restituido al que mostrase los 
títulos legales, del 13 de marzo de 1852; Ley prohibiendo la venta de tierras ó bienes 
raíces del dominio público, del 29 de mayo de 1852. 

8  Respecto de los pormenores y entretelones del enjuiciamiento a Rosas remiti-
mos al libro de A. Eujanian (2015).
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El escenario para la aplicación de esta normativa aportaba además 

la complejidad de que, por razones tales como la emigración de los 

adversarios políticos, se había producido una demora en los trámites 

de escrituración con posterioridad a 1840, de resultas de lo cual nu-

merosos ocupantes de tierras lo hacían sin títulos legales, en tanto que 

otros debían su posesión a traspasos no formalizados. Por entonces se 

designó una comisión destinada a proyectar el procedimiento a seguir 

con las tierras del dominio público, al tiempo que se discutía la legis-

lación rosista (Muzlera, 1895).9 Dicha comisión elaboró un extenso 

proyecto que contemplaba una diversidad de asuntos referidos a tie-

así como trámites inconclusos. Pero no avanzó demasiado en los te-

la apropiación y usufructo (Infesta y Valencia, 1987, p. 197). A menos 

de un mes de haberse creado la mencionada comisión, un grupo de 

más de 300 labradores de Chivilcoy elevó un petitorio a la Cámara de 

Representantes, solicitando el loteo y venta preferencial a los ocupan-

tes de las tierras públicas del partido.10 El Ejecutivo provincial se hizo 

eco del reclamo y promulgó un decreto que establecía:

Entre tanto no se sancione la Ley de tierras (...) y no se establezca 
y arregle el nuevo cánon que deben pagar los poseedores de dichas 
tierras, los sub-arrendatarios quedan desobligados de pago; y en lo 
sucesivo no pueden tener responsabilidad sino ante la autoridad 
pública (Muzlera, 1895).11

9  Decreto nombrando una comisión para que proyecte lo que debe hacerse con 
las tierras del dominio público del 20 de abril de 1854.

10  La ocupación de este espacio había seguido una dinámica particular que moti-
vó la presencia de numerosos ocupantes sin títulos legales sobre extensiones conside-
radas “reducidas” en comparación con otras zonas de la provincia. Al respecto véase 
Andreucci (2011, 2013).

11 
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A la vez se disponía que la falta de pago no sería causal de des-
alojo, resguardando la situación de ocupantes de tierras públicas sin 
tenencia legal. Por otra parte, la referencia a la responsabilidad ante la 
“autoridad pública” podría considerarse como una reivindicación del 

-
mando la puesta en cuestión de derechos que requerían revisión. 

Entre otros asuntos de los que se ocupó la legislación de estos años 
encontramos medidas referidas a formación y traslado de pueblos, tie-
rras de pan llevar en varios partidos, denuncia de tierras públicas en 
la ciudad de Buenos Aires y en islas.12 En las disposiciones sobre fun-
dación de poblados en la zona fronteriza y donaciones de terrenos en 
pueblos se puede observar una continuidad con la política de las déca-
das previas dirigida a resguardar la frontera y fomentar la instalación 
de la población. Con respecto a los terrenos destinados a la labranza, 
un aspecto importante que la bibliografía ha destacado radica en los 
casos de algunos partidos (como Matanzas, Zárate y Barracas) en los 
que se declararon de pan llevar tierras no ejidales, las cuales estaban 
antes reservadas a estos espacios, por ser áreas naturalmente agrícolas 
(Barcos, 2009, p. 81).

Estudios recientes han mostrado que abundaron las disposiciones 
y que si bien indican una nueva orientación en la materia, no impli-

12 

de 1853; Decreto mandando se funde un pueblo en el lugar que se erigió el Fuerte 
Esperanza, del 28 de agosto de 1855; Decreto mandando se trace un pueblo con el 
nombre de Villa Castelli en la desembocadura del Salado, del 3 de julio de 1856; Ley 
autorizando al P. E. para donar tierras á aquellos que quieran poblar los distritos de 
Bahía Blanca y Patagones, del 31 de septiembre de 1855; Decreto declarando tierras 
de pan-llevar las de los cuarteles 1º y 2º del partido de Matanzas, del 14 de septiembre 
de 1856; Decreto sobre las islas del Paraná, del 23 de julio de 1856; Decreto facultan-

la Ciudad, del 5 de noviembre de 1855; Ley autorizando a la Municipalidad de Bue-
nos Aires para vender en remate público, los terrenos de propiedad del Estado dentro 
de su traza, del 9 de septiembre de 1856; Resolución sobre validez de concesiones 
de solares en los pueblos de campaña, del 31 de diciembre de 1857 (Muzlera, 1895).
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caron un cambio drástico en la manera de ver estos espacios, ni en la 
función que se les otorgaba. Así, esa nueva orientación tiene que ver 
con el consenso generalizado que se instauró entre los legisladores 
acerca de pasar gradualmente de un sistema que entregaba la tierra en 
usufructo a otro que la otorgara en propiedad (Barcos, 2009, p. 80). 
Una variedad de situaciones se daba en estos espacios, las cuales se 

2013). En este sentido, la importancia otorgada al ordenamiento de la 
-

ción, entre 1854 y 1856, de un proyecto de arreglo de los pueblos y 
-

do, 2011). 
A lo largo del articulado de leyes y decretos de estos años se ve 

un propósito reiterado de esclarecer, registrar y ordenar la posesión 
de las tierras, a la vez que se reitera el reconocimiento legal de dere-
chos emanados de la ocupación prolongada, aunque sin títulos. Así, 
por ejemplo, se estableció que debido a los litigios y falta de claridad 
en la posesión de las islas del Paraná se resolviera: 

Art. 2º. La posesión se determinará por población antigua, por 
plantaciones y concesiones hechas por el Juez de Paz de San 
Fernando, en los términos que se está practicando actualmente 
(Muzlera, 1895).13

De este modo, el reconocimiento de derechos a la posesión sin 
tenencia legal tenía como condición la ocupación efectiva, ya fuera en 
tierras de ejidos como en zonas rurales. La necesidad de disponer de 

regularizar la situación de sus tenedores ajustando los ingresos percibi-

dos por el Estado, permite dimensionar la importancia asignada a una 

13  Decreto sobre las islas del Paraná, del 23 de julio de 1856.
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Esta dependencia había sido reestructurada a partir de 1852 tras años 

de escasa actividad y desmembramiento de su plantel de empleados 

iniciando un período de intensa labor (Canedo, 2009). Años después 

establecieron las funciones y competencias deslindándolas de las de 

un recientemente creado Consejo de Obras Públicas. De este modo, 

tuvo un rol central en la determinación de un sistema para la mensura 

y amojonamiento de las propiedades rurales; además, en el trazado de 

ejidos y pueblos, en la elaboración de informes y asesoramiento a las 

autoridades y en la dirección, evaluación y control de los trabajos de 

los agrimensores, entre otras misiones. Asimismo, en esta dependen-

cia se llevó el registro y control de la tierra pública y privada ya que 

seguía siendo el depósito de todas las mensuras que se realizaban en el 

territorio del Estado de Buenos Aires. Ello sería la base para la elabo-

de 1861 (D’Agostino, 2007a, y 2014; Garavaglia y Gautreau, 2011). 

El impulso por establecer un ordenamiento centrado en la pro-

piedad privada, registrada por el Estado, se sustentaba también en la 

-

cientemente lograda a juzgar por la reiteración con que se la expresa. 

Así, por ejemplo, en los considerandos del Decreto ordenando que la 

Colecturía General saque á licitación pública el arrendamiento de los 

6 de noviembre de 1855 se expresaba:

Considerando el Gobierno que los alquileres que hoy pagan las 

son completamente desproporcionados á su actual valor, y siendo 
urgente hacer á este respecto una reforma que esté en consonancia 
con los intereses del Fisco (Muzlera, 1895).14

14  También véase Decreto facultando á los particulares para denunciar los terrenos y 
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La agenda del Estado de Buenos Aires en materia de tierras en es-
tos primeros años se enfocó, en parte, en actuar contra las “injusticias 
y desórdenes” que —según entendían— había producido el gobierno 
precedente. Por ello, entre las primeras medidas se dispuso la sus-
pensión de los embargos ordenados por aquel y la restitución de los 

-
bargo, toda revisión implicaba afectar derechos adquiridos, además de 
intereses de aliados políticos, lo cual implicó demoras y revisiones. En 
otras cuestiones, como el establecimiento de poblaciones en la fronte-
ra, donaciones en pueblos, entre otras, se observó una continuidad con 
las políticas de años y décadas previas, aunque se dará un creciente 
impulso para ordenar y regularizar la tenencia de tierras públicas y 
privadas, urbanas y rurales.

Entre 1857 y 1858 se dictó una gran cantidad de disposiciones 
que buscaron atender a las cuestiones más complejas en materia de 
tierras: de esta manera, en dos años se registró un tercio de todas 
las medidas del período estudiado. Recordemos que por entonces 
el Estado provincial emprendía una avanzada más decidida sobre 
la frontera. Así, en agosto de 1857 se sacaron a la venta cien leguas 
cuadradas, unas 270 mil hectáreas de terrenos de propiedad pública 
al interior del río Salado, aunque se establecieron algunas excep-
ciones, como en aquellos casos en los que se había producido la 

la Ley de 1836 se les declaró la obligación de comprar, siempre que 
se hubiesen presentado a hacerlo. Respecto a quienes estaban en po-
sesión de los terrenos públicos, tendrían preferencia por seis meses 
(Muzlera, 1895).15 M. E. Infesta y M. Valencia, quienes han aborda-

15  Ley autorizando la venta de tierras en el interior del Salado, del 7 de agosto 
de 1857; Decreto reglamentando la forma en que deben presentarse los que deseen 
comprar tierras de las mandadas a vender por la ley 7 de agosto del corriente año, del 
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do los pormenores de la sanción de esta ley, han puesto de relieve 
los debates acalorados que la misma implicó, dados los derechos que 

el caso de los terceros poseedores y de los tenedores de boletos. De 
este modo, como medida legal de revisión fue por completo inapli-
cable (Infesta y Valencia, 1987). Nuevas disposiciones establecieron 
posteriormente algunas precisiones, como la preferencia a la compra 

con escepcion de la parte poseida por pobladores que hayan en-
trado á poseer antes de Agosto de 1840, siempre que se hayan 
conservado antes de esta fecha sin violencia ni coacion alguna 
dicha posesión (Muzlera, 1895).16

A la vez que reconocía la posesión prolongada, este decreto vol-
vía a referirse a la recaudación:

no pudiendo el Gobierno continuar por mas tiempo sin percibir 
el importe de estos terrenos, en tanto que se hace la mensura, 
después de reconocidos los derechos que resulten tener los so-
licitantes, la venta que acuerda es bajo la espresa condición de 
que cada interesado pagará las sumas correspondientes (Muzle-
ra, 1895).17

tierras se presenten á comprarlas y las condiciones de venta, del 7 de octubre de 1857.

16  Decreto sobre preferencia para la compra de terrenos públicos, dictado en un 
espediente particular, y el que rige como regla general, del 27 de septiembre de 1858. 
La mención de agosto de 1840 se debe a que es el momento en que se reglamentaron 
los premios en tierras otorgados por Rosas en 1839. 

17  Decreto sobre preferencia para la compra de terrenos públicos, dictado en un 
espediente particular, y el que rige como regla general, del 27 de septiembre de 1858.
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Asimismo, estando en vigencia la Ley de ventas, se estableció el 
arrendamiento público (Muzlera, 1895).18 Este sistema posibilitó el 
asentamiento productivo en la frontera, constituyéndose en una me-
dida transitoria entre la revisión de la legislación rosista y las ventas 
posteriores, y permitió cierta regularización de las tenencias. Para 

esta ley era de 9 millones de hectáreas, el otorgamiento en arrenda-
miento de 5 millones más entre 1857 y 1876, acompañó la expansión 
del lanar sirviendo para desahogar los campos sobrepastoreados en 
los momentos del auge (Valencia, 2000, p. 154). 

Por esta ley fueron puestas en arrendamiento todas las tierras 
públicas por el término de ocho años, reservándose el Estado el dere-

subyacido nuevamente a la manera de otorgar la tierra en usufructo 
pues en la propia ley se establecía el destino de los fondos (Banzato 
2005, p. 19). A través de este sistema se contempló una cantidad de 
situaciones que venían siendo objeto de discusiones: se reconocieron 

su situación con anterioridad, los de quienes fueron embargados y los 
de quienes debieron abandonar las tierras por “fuerza mayor”, siem-
pre a cambio del pago del canon atrasado; también los de aquellos 

-
tiéndose que muchos ocupantes de tierras públicas no tenían ningún 

pp. 122 y 154). Y se estableció que: “Las cuestiones que se susciten 
entre los actuales poseedores sobre mejor derecho á la posesión de 
las tierras públicas serán resueltas equitativamente por el Gobierno” 

18  Ley autorizando al Poder Ejecutivo para proceder al arrendamiento de tierras 
del Estado, del 16 de octubre de 1857. Remitimos a los trabajos de M. Valencia (1986, 
1999, 2000, 2005) quien ha analizado extensamente las características de esta ley y 
su instrumentación.
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(Muzlera, 1895).19 

en el acceso a la tierra en estos años revela que estas “cuestiones” 
fueron recurrentes y generaron, en algunos casos, largos litigios. 

Diversas investigaciones20 han mostrado que el acceso a la tierra 
para pequeños y medianos productores (sin la tenencia legal) se pro-
longó en la segunda mitad del siglo XIX, aunque sus posibilidades se 
fueron reduciendo. De este modo, los intentos reformistas debieron 
lidiar con la gran capacidad de resistencia demostrada por toda una 
serie de normas y prácticas de reproducción social vinculadas a los 
pequeños y medianos productores, que lograron perdurar a lo largo 
de buena parte del siglo independiente (Gelman, 2005). Como vemos, 
las leyes de este período buscaron generar condiciones para ordenar y 
regularizar estas formas de acceso y posesión de la tierra. 

Un día después de establecido el arrendamiento público, el 17 de 
octubre de 1857, se sancionó otra ley autorizando al Poder Ejecutivo 
para resolver las solicitudes y cuestiones pendientes sobre dominio de 
tierras del Estado (Muzlera, 1895), cuyo propósito era ordenar el ac-
ceso a la propiedad formal de las suertes de estancia donadas en la fron-
tera del arroyo Azul, en función del cumplimiento de las disposiciones 
de 1829. Para ello se otorgaría título de propiedad hasta una suerte de 
estancia por persona a los pobladores “siempre que hubieran llenado las 
condiciones de población”. Esta ley fue el pilar sobre el que se asentó 
toda la legislación posterior sobre la materia y fue objeto de múltiples 
ajustes y reinterpretaciones en el período (Lanteri, 2011, 2015). 

Al año siguiente se retomaba el tema. Las discusiones que pueden 
reconstruirse a través del texto de un decreto de julio de 1858 son inte-
resantes porque permiten ver una serie de aspectos que la legislación 

19  Ley autorizando al Poder Ejecutivo para proceder al arrendamiento de tierras 
del Estado, del 16 de octubre de 1857.

20  Al respecto véanse Valencia (2000) y D’Agostino (2007b, 2012).
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su ejecución”. 

Muy pocos de los pobladores han sido escriturados por Rosas, al 
menos el Fiscal en los registros que ha hecho de las escrituras pú-
blicas solo ha encontrado la otorgada á D. Prudencio Rosas.
Muchos pobladores han ocupado sin concesión de nadie.
Muchas suertes han sido dadas á varios pobladores, algunas suer-
tes son ocupadas por distintos pobladores (Muzlera. 1895).21

Como se ve, los obstáculos al ordenamiento excedían el hecho de 

de Rosas.22 La mencionada ley provocó el inicio de un proceso de 
solicitudes de escrituración de parte de los donatarios originales, sus 
descendientes y otros pobladores posteriores para reclamar por sus 
derechos y títulos (Lanteri, 2015). Pero además se planteó la cuestión 
de que se trataba de donaciones en la frontera, y ya habiéndose supe-
rado la condición de tal, la cuestión era hasta qué fecha se la podría 
considerar de este modo, y por tanto hasta cuándo tendrían validez 
los derechos. En esta instancia se resolvió considerar hasta diez años 
a partir del decreto de 1829, quedando sin valor las donaciones rea-
lizadas con posterioridad. También estaba la cuestión de si quienes 
entraron a ocupar dichos terrenos en ese plazo, aun sin la concesión 

21  Decreto reglamentando la ejecución de la ley sobre concesiones de terrenos en 
la frontera, y opinión del Fiscal y Asesor sobre ellas, del 3 de julio de 1858.

22  El proceso de ocupación y apropiación en el arroyo Azul había implicado el 

donaciones realizadas en 1829 y 1832; a ello se sumaba la presencia de las tolderías 
del cacique Venancio y de otros “indios amigos” en la zona, lo cual otorgó particulari-
dades al proceso de apropiación de las tierras tanto rurales como urbanas y una escasa 
escrituración en los años previos. Al respecto véanse Lanteri (2013, 2015) y Lanteri 
y Pedrotta (2018).
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previa, debían ser considerados propietarios. La resolución referida al 

los pobladores y a los partes de las autoridades locales y regionales 
que carecían de ciertos criterios normados para interactuar en una rea-
lidad cuya complejidad y cotidianeidad los desbordaba. Por entonces 
se estableció que la fecha desde la cual considerar los diez años era la 
de la dinamización del proceso de donaciones en septiembre de 1832. 
Los títulos a los particulares recién empezaron a ser entregados a par-
tir del decenio de 1860 (Lanteri, 2015).

Como vemos, la intrincada trama de derechos generada en los va-

cíos y particularidades de la legislación anterior, a la que se sumaban 

los efectos de las nuevas disposiciones —que, a la vez que reconocían 

-

-

bierno, cámaras legislativas y sus diversas comisiones, jueces de paz, 

municipales, o en aquellos que se vieron afectados por ella: propieta-

rios y poseedores sin títulos. 

El tema de las donaciones en general se retomaría con una ley 

-

ción sobre la tierra pública (Muzlera, 1895),23 en la que se estableció 

la anulación de las donaciones realizadas entre diciembre de 1829 y 

febrero de 1852, incluso de aquellas en pago de servicios aunque cons-

tasen escrituras, a excepción de las de combates contra los indios y de 

las del arroyo Azul. Los donatarios por combates y expediciones que 

no hubieran ubicado su donación podrían hacerlo fuera de la frontera, 

cumpliendo con las condiciones de población. Además, se mantuvie-

23  Ley estableciendo que son del dominio público las tierras del Estado dona-
das desde el 8 de Diciembre de 1829, hasta el 3 de Febrero de 1852, del 7 de octubre 
de 1858.
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ron las sesenta leguas repartidas por Rosas aunque se lo exceptuó a él 

embargo no poseían escritura, podían solicitarla pagando el precio de 

la Ley de 1836. La norma estableció una diferencia entre los tenedo-

res de boletos por combates, a los que se obligó a poblar y aquellos 

sumas (exiguas) en relación con el presente momento (Infesta y Va-

lencia, 1987, p. 203). 

Se ha mostrado que la anulación de las donaciones por servicios 

por este concepto se anularon 317.925 hectáreas. A la vez, fueron re-

-

conocieron otras 145.800 hectáreas. El total de las tierras escrituradas 

antes y después de 1852 de las originadas en premios fue de 442.665 

hectáreas. De esta manera, el carácter de la “reparación” tantas veces 

declarado en este período estuvo guiado por el espíritu de despojar de 

sus bienes a quien en su momento lo había hecho con sus enemigos 

políticos, pero procuró no afectar otros intereses (Infesta y Valencia, 

1987, p. 204). 
Finalmente, un nuevo decreto dispuso que:

Estado, hasta 8 de Diciembre de 1829 y que hubiesen pasado á 
particulares desde esa fecha, hasta 3 de febrero de 1852, presen-
tarán al Gobierno dentro del término de sesenta días sus títulos de 

24

24  Decreto reglamentando la ley de 12 de octubre del corriente año, del 25 de 
octubre de 1858.
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Como vemos, pese a las excepciones y otorgamientos de escritu-
ras, el examen y regularización de lo actuado durante el rosismo siguió 
proponiéndose como objetivo de la legislación. 

Finalmente, en estos años se atendió también a cuestiones tales 
como el establecimiento formal de una línea de frontera —lo cual 
constituía una necesidad a los efectos de la ubicación y tasación de las 
tierras— y también la venta de tierras públicas dentro y fuera de los 
ejidos en las que se otorgó un rol importante a las municipalidades.25 
En relación con esta última cuestión, se estipularon diversas medidas 
en los ejidos de los pueblos de acuerdo a la situación de las tierras y su 
valor. El análisis de la aplicación de la normativa muestra que la dis-
posición de 1858 generó varias cuestiones entre las municipalidades 
y los pobladores, relativas a cuáles eran los terrenos públicos, quiénes 
debían comprar la tierra en remate y cómo se demostraría el tiempo de 
posesión de los ocupantes. Todo ello se empezó a esclarecer con una 
nueva ley, dictada en 1862 (Barcos, 2009).

Como ya hemos visto, un caso que se trató en forma particular fue 
el de las tierras del partido de Chivilcoy, dado el proceso de apropia-
ción previa que se había seguido. Así, en 1857 se dispuso la enajena-
ción de las tierras públicas del partido en fracciones de veinte cuadras 
por diez, división que constituiría una manzana; los lotes, a su vez, se 
dividirían en medios y cuartos lotes (Andreucci, 2013, p. 176). Dos 
años después se dictaba un nuevo decreto por el que se buscaba regu-
larizar la situación y obligar a que los pobladores cumplieran con los 
trámites y plazos dispuestos “notándose la tendencia a apoderarse de 
ella por el hecho de la posesión”. Frente a ello se establecía:

25  Decreto declarando cuál es la línea de frontera que debe tomarse para solicitar, 
dentro o fuera de esta las tierras que por la ley del 16 de octubre de 1857 se ordenan 

los pueblos de campaña, del 4 de octubre de 1858; Ley autorizando al P.E. para vender 
las tierras públicas que existan en varios partidos fuera de los ejidos, del 20 de octubre 
de 1858; Decreto reglamentando la ley de 20 de octubre de 1858, del 25 de octubre 
de 1858 (Muzlera, 1895).
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Art. 1º El Juez de Paz de Chivilcoy hará comparecer á su presencia 
a los pobladores que por informe del ingeniero resulten tener su 
población dentro de los lotes, o fracciones de lote que haya medi-

de declarar su intención de comprar los terrenos.
Art. 5º El Juez de Paz de Chivilcoy, no podrá permitir á nadie en 
lo sucesivo que cultive ó se pueble en los terrenos del Estado, 
y los que a pesar de su prohibicion lo efectúen serán obligados 
á suspender sus labores ó á desalojar inmediatamente (Muzlera, 
1895).26

algunos labradores en incorporar una nueva concepción de propiedad 
privada de la tierra. Así, mientras algunos bregaron por ella movili-
zándose y cumpliendo con los trámites, otros fueron renuentes y mos-
traron un marcado desinterés (Andreucci, 2013). Ello demuestra, a la 

La última ley de ventas general del período se dispuso en 1859 y 
ofertó cien leguas cuadradas, 270 mil hectáreas, al exterior del río Sa-
lado, con la misma modalidad de la anterior (Muzlera, 1895).27 La ley 

las necesidades económicas del erario.
La centralidad otorgada a las cuestiones vinculadas a la tierra en 

la agenda pública y la necesidad de perfeccionar la recaudación, im-

Tierras Públicas y Bienes del Estado. Sus funciones serían indagar los 
bienes y tierras públicos, sustanciar todas las solicitudes de terrenos 

26  Decreto sobre la venta de terrenos en Chivilcoy, del 6 de septiembre de 1860.

27  Ley facultando al P.E. para vender las tierras en el exterior del Salado, del 17 
de octubre de 1859.
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y las cuestiones sobre dominio y posesión de todos los bienes del Es-
tado, así como exigir los pagos correspondientes por arrendamientos 
y ventas. También, reclamar a las municipalidades los depósitos y las 
entregas ordenadas por las leyes vigentes y llevar la contabilidad ge-
neral de esa parte de la administración. En el Decreto reglamentando 

la Contabilidad de la Colecturía General, que sin perjuicio de los 

creación, debe suministrar á la Colecturía General los datos nece-
sarios para la formación de los abonos á los ingresos procedentes 

Las reiteradas menciones a la recaudación y la regularización de 
-

plimiento.28 Pese a ello, la realización de mensuras y reconocimien-
tos y la recopilación de informaciones permitieron perfeccionar las 
herramientas disponibles para llevarlo a cabo. Por otra parte, la gran 
cantidad de medidas adoptadas en estos años muestran la voluntad de 
avanzar respecto de las cuestiones más controvertidas abiertas al ini-
cio del período, aunque reconociendo derechos adquiridos.

Hasta aquí se ha realizado un recorrido por el extenso e intrincado 

28  Ello se sigue observando en las últimas disposiciones del período estudiado: 
Ley acordando un nuevo plazo para que se ubique los premios de tierras dados por 
combates y expediciones contra los indios,  del 17 de septiembre de 1860; Decreto 
reglamentando la forma de pago de las tierras del Estado vendidas en el partido de 
Chivilcoy, del 8 de marzo de 1861; Resolución disponiendo que las Municipalidades 
al dar gratis los solares, exijan de los cesionarios, una suma como donación al Muni-
cipio, del 5 de enero de 1861 (Muzlera, 1895).
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corpus legal que las autoridades del Estado de Buenos Aires se aboca-
ron a revisar y proyectar en materia de tierras. En este último apartado 

-
ceso, así como a la actuación de diferentes actores involucrados.

En tierras del Nuevo Sur, en lo que unos años después constituiría 
el partido de Ayacucho, el contexto abierto a partir de la revisión de la 
legislación y sanción de una nueva, estuvo marcado por el desarrollo 
de varios litigios entre arrendatarios, subarrendatarios, ocupantes de 
tierras públicas y eventuales compradores, en los que intervinieron 

-

de algunos litigios fue la superposición de solicitudes de arrendamien-
to o venta de las mismas extensiones de tierras públicas: a un pedido 
inicial se interponía otro, sustentado en un “mejor derecho”, como se 
aducía. En muchas ocasiones la confusa situación legal de las tierras 
públicas, acerca de las cuales las autoridades carecían de registros, de-
moró varios años las tramitaciones. Así, por ejemplo, en un expediente 
de compra realizada en 1867 (pero iniciada antes) se informaba:

Nada extraño sería que este terreno hubiera sido vendido y no se 
-

cuentra muy frecuentemente lo que acusa una completa falta de 
cumplimiento de las prescripciones administrativas y una falta de 
celo en los Superiores que no vigilan a sus tan indolentes sub-
alternos. Y si me detengo en esto es por que sé y me consta de 

-
tas faltas de muy atrás repetidas (AHPBA, EMG, Leg. 221, Exp. 
16.654/0, 1867).

Este relato permite vislumbrar, además de lo antedicho, las tensio-
-

cultades de organización de un Estado en formación.      



Valeria A. D’Agostino

400

Como se mencionó, varios litigios se originaron en solicitudes de 
arrendamiento. Lo interesante es que la mayoría de los solicitantes 
“poblaba” (directamente en muchos casos, y tal vez a través de pueste-
ros, medieros, en otros) las tierras que solicitaron, por tanto es posible 
pensar que el contexto abierto por la nueva normativa pudiera consi-
derarse propicio para replantear la ocupación o resolver viejos litigios 
(D’Agostino, 2007b). El origen de esas posesiones fueron traspasos de 

o la ocupación sin título alguno mediante el acto de asentarse y poblar 
en tierras cuya condición legal era incierta. En estos pleitos apareció 
recurrentemente un repertorio de argumentos y apelaciones referidos a 
los derechos de ocupación, tales como la “antigüedad de asentamiento” 

rioplatense tenía larga data y que, de alguna manera, la legislación de 
estos años recuperó como sustento de propiedad.29

En 1858 se realizaron varias solicitudes de arrendamiento sobre un 

quien antes de 1838 había transferido una parte a Andrés Burgos y este, 
a su vez, otra a Benigno Gómez. Por veinte años no se formalizaron más 
registros de operaciones. Todas las solicitudes de arrendamiento que re-
cayeron sobre esa extensión en la década de 1850 fueron inicialmente 
concedidas por las autoridades, pero cuando se las fue a “ubicar” sobre 
el terreno aparecieron inconvenientes por la superposición de los lotes 
solicitados. Uno de los arrendatarios, Domingo Gómez, quien alega-
ba ocupar una extensión de más de 2.700 hectáreas “desde hace años” 
con “poblaciones, haciendas y demás”, protestó la mensura porque se 
le había asignado una extensión de terreno menor al concedido por el 

29  La “antigua posesión” o “posesión inmemorial” era reconocida desde tiempos 
coloniales como fuente de derecho a la tierra y continuó siéndolo entrado el siglo XIX 
tanto en tierras de “antigua” como “nueva” ocupación. Al respecto véanse Fradkin 
(1995, 1999); Canedo (2000); Banzato (2000); Mascioli (2004); D’Agostino (2007b); 
Valencia (2005).
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Gobierno. El agrimensor, por su parte, explicó que su proceder se había 
basado en las instrucciones de no dejar ninguna de las solicitudes en 
“campo inútil” (AHPBA, EMG, Leg. 299, Exp. 19.942, 1871), es decir, 
sin acceso a aguadas.

Tampoco Francisca López de Salinas logró ubicar 4.050 hectáreas 
como pretendía, ante lo cual alegó “tener la posesión del terreno de mu-
chos años atrás” (AHG, PA, DM N° 12), y que, como en la cabeza de 
partido no se había publicado la ley de la materia, consideraba que no 
se había cumplido el plazo de seis meses para que caducara su derecho. 
Esta arrendataria poseía una importante población sobre esas tierras. Por 
su parte, Norberto Díaz, quien había podido ubicar su solicitud, alegaba 
“posesión de once años y abandono por fuerza mayor” (AHG, PA, DM 
N° 12). Sin embargo, Gómez lo presentaba como un “intruso”. 

Luego de varios reclamos y pedidos de ampliación de la informa-
ción al agrimensor, la solución se logró por medio de un comparendo 
entre los involucrados, pero no se resolvió la cuestión de las poblacio-
nes, ya que las de algunos arrendatarios quedaron dentro de los terrenos 

Este caso permite ilustrar una cuestión ya planteada: el escaso cono-
cimiento de la condición legal, ubicación y extensión de algunas tierras 
públicas por parte de las autoridades provinciales, lo cual también condi-
cionó la agenda de estos años en materia de tierras. Como vemos, la apli-
cación de una nueva normativa sobre un conjunto de prácticas y situacio-

podemos suponer, se dirimieron también desentendimientos previos. 

La indagación en torno a la política sobre tierras del Estado de 
Buenos Aires nos llevó a abordar centralmente la legislación del pe-
ríodo, aunque también su instrumentación y los debates desarrolla-
dos en diversas instancias del Estado y de la sociedad. Asimismo, los 
procesos de institucionalización aparejados que se evidencian en la 
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reestructuración y creación de reparticiones tales como el Departamento 

y caracterizar los intereses y estrategias de diversos sectores sociales de 
cara al contexto de revisión de la tenencia y propiedad de la tierra y de 
aplicación de nuevas medidas legales, puestas en evidencia a partir del 

Encontramos un conjunto inicial de disposiciones cuyo objetivo ex-
preso era reparar los “desórdenes e injusticias” del régimen caído, que, 
aun cuando abrió la discusión en torno a los derechos a la tierra pública 

-
tivas a los problemas centrales. De este modo, no se resolvió la situación 

-

pendiente la cuestión de los ocupantes de tierras públicas cuyas pose-

legalidad, aunque se los resguardó de desalojos. Por otra parte, respecto 
de las disposiciones referidas a pueblos y poblaciones en la frontera, se 
puede observar una continuidad con lo actuado en el período anterior.

en torno a los temas más controvertidos, tales como los premios a la 

con boletos de premios. Como se mencionó, estos años se caracteriza-
ron por avances y retrocesos, dilaciones y debates acalorados, dadas las 

diferenciar lo legítimamente otorgado o adquirido de lo que no, y a la 
vez no dañaran intereses aliados. Esto se debía a que muchos de los 
hombres plegados a la causa de Caseros —ellos o sus familias— habían 

-
cesidad de alcanzar acuerdos que favorecieran la construcción política 
y la resolución de las relaciones con el resto de las provincias nucleadas 
en la Confederación. 
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Más allá de la revisión de los embargos y premios dispuestos por 
el rosismo, la falta de leyes y regulaciones que mediaran el acceso a la 
tierra durante muchos años (recordemos que la última disposición fue 
tomada en el año 1840) sumada a lo intrincado de la normativa exis-

trama de derechos en torno a la tierra en la que las prácticas de asenta-
miento —de largo arraigo en la región— pudieron pervivir. Así, cada 
expansión territorial implicó el reconocimiento de nuevos derechos 
de posesión sobre el suelo, generando una tensión (siempre renovada) 
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-
ríodo— una solución para ordenar la ocupación y luego el acceso a la 
propiedad. Aunque la legislación del período consideró en repetidas 
oportunidades la antigüedad en la ocupación como fuente de dere-

la cual se había visto favorecida, como dijimos, por la existencia de 

eludir el control estatal.
Es en relación con lo anterior que se propuso pensar la reestruc-

Tierras Públicas, cuyo funcionamiento se orientó para que fortaleciera 
la recaudación, en un contexto en que se dispusieron nuevas ventas y 
el arrendamiento de tierras públicas. La recurrencia de determinados 
aspectos en la legislación, así como la reiteración de los plazos para 
ajustarse a determinada normativa o las penalidades por falta de abono 

-
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